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	Resumen

	El objetivo de este artículo es describir los desafíos que presenta la aplicación de la prueba de oficio en el sistema judicial ecuatoriano, a la luz del Código Orgánico General de Procesos, en garantía del adecuado y respetuoso de los principios procesales. El enfoque metodológico de esta indagación es cualitativo, sustentado en los métodos de revisión bibliográfica, exegético, analítico-sintético, inductivo y comparativo, dando paso así, a examinar la normativa ecuatoriana, la práctica judicial y su contraste con los ordenamientos jurídicos de Colombia, Perú y Estados Unidos. Estos resultados demuestran que, aunque el Código Orgánico General de Procesos reconoce la potestad del juez para ordenar pruebas de oficio, su regulación no resulta convincente y carece de criterios normativos y jurisprudenciales claros, lo que genera inseguridad jurídica e interpretaciones dispares. Se colige que la prueba de oficio es un instrumento valioso para alcanzar la verdad material, que es necesario tener lineamientos claros y uniformes, motivación reforzada y una aplicación excepcional, proporcional y fundamentada. Por tal razón, se recomienda fortalecer la capacitación judicial y emitir directrices vinculantes que garanticen imparcialidad, transparencia y respeto al debido proceso y su aplicación.

	Palabras clave: prueba de oficio; Código Orgánico General de Procesos; tratamiento normativo y jurisprudencial; desafíos; sistema judicial ecuatoriano

	Abstract

	The aim of this article is to describe the challenges posed by the application of ex officio evidence in the Ecuadorian judicial system, in light of the Organic Code of General Procedures, to ensure its proper use and respect for procedural principles. The methodological approach of this study is qualitative, based on bibliographic review, exegetical, analytical-synthetic, inductive, and comparative methods, thereby allowing for an examination of Ecuadorian regulations, judicial practice, and its comparison with the legal systems of Colombia, Peru, and the United States. These results show that, although the Organic Code of General Procedures recognizes the judge's power to order ex officio evidence, its regulation is not convincing and lacks clear normative and jurisprudential criteria, which only generates legal uncertainty and divergent interpretations. It is inferred that, just as ex officio evidence is a valuable tool for reaching the material truth, it is necessary to have clear and uniform guidelines, reinforced motivation, and an exceptional, proportional, and well-founded application. Therefore, it is recommended to strengthen judicial training and issue binding directives that guarantee impartiality, transparency, and respect for due process and its application.

	Keywords: ex officio evidence; Organic Code of General Procedures; normative and jurisprudential treatment; challenges; Ecuadorian judicial system

	Introducción

	La prueba es un elemento necesario en el proceso judicial; gracias a ella, se evidencia la veracidad de los sucesos afirmados por las partes. De forma rutinaria, los sistemas jurídicos de corte dispositivo han reservado esta carga a las partes litigantes pero, con el crecimiento del derecho procesal contemporáneo, se ha reconocido la facultad de que el juez actúe de forma activa en la búsqueda de la verdad, incluso ordenando la práctica de las pruebas de oficio (en adelante, PO). Al respecto, López Soria (2015) afirma que “la prueba reviste en sí misma una dualidad, en el sentido que genera un efecto convincente en la mente de quien ha sido invocada y, genera certeza y credibilidad respecto a los hechos o afirmaciones que pretende acreditar” (p. 27).  

	Este criterio deja claramente establecida la trascendencia e importancia procesal de la prueba. Dentro de ella, es decir, acorde con sus modalidades, puede encontrarse la PO como dispositivo procesal, que otorga al juez la potestad de investigar y obtener pruebas sin que las partes lo soliciten. Su principal característica es que rompe con el principio de que la carga de la prueba recae exclusivamente sobre las partes, como sucede en el sistema de la carga dinámica de la prueba, dándole al juez un actuar activo en la obtención de elementos que se consideran necesarios para una correcta resolución del caso (Romero & Pangol, 2022). 

	En un juicio, las partes tienen el derecho de presentar las pruebas que consideran pertinentes para sustentar sus pretensiones, pero si el juez considera que hay elementos de hecho o derecho que no han sido suficientemente probados o que no han sido solicitados por las partes, puede actuar de oficio para esclarecer esos puntos. Esto implica que el juez tiene un rol más investigativo, especialmente en los procesos donde se busca la verdad material. 

	El Código Orgánico General de Procesos (COGEP, 2015), contempla la figura de la PO, en el artículo 168, dando la potestad al juez de ordenar las pruebas cuando lo estime necesario para esclarecer los hechos controvertidos. Esta disposición ha generado varios cuestionamientos respecto a su alcance, límites y compatibilidad con principios fundamentales como la imparcialidad judicial, el debido proceso y el principio dispositivo (Montenegro & Molina, 2023).

	Afortunadamente, estudios recientes (Canseco & Cárdenas, 2025; Herrera & Pérez, 2021; Montenegro & Molina, 2023; Romero & Pangol, 2022) abordan estas problemáticas con precisión, y analizan en profundidad cómo la PO contribuye a la construcción de la verdad procesal, pero advierten que su aplicación debe estar contenida dentro de criterios claros para preservar la imparcialidad judicial. Al respecto, señalan que la prueba de oficio como herramienta para alcanzar la verdad procesal debe ser usada con prudencia, garantizando que el juez actúe como director del proceso, sin comprometer su objetividad. 

	En este mismo orden de ideas, Carnelutti (1960, como se citó en Herrera & Pérez, 2021) advierte que el juez está en medio de un minúsculo cerco de luces, fuera del cual todo es tinieblas: detrás de él el enigma del pasado, y adelante, el enigma del futuro. Es decir, que, al ordenar pruebas por iniciativa propia, podría comprometer su rol de tercero imparcial si no existen límites claros. Este problema adquiere peculiar alcance si se considera que uno de los fundamentos del proceso civil moderno es la salvaguardia del debido proceso, que involucra el derecho de las partes a conocer y controlar los medios probatorios. Es así que, como investigación, busca analizar los desafíos que enfrenta la PO en el sistema judicial ecuatoriano, reconociendo los riesgos de su aplicación desmedida o incorrecta, así como proponiendo criterios orientados que sostengan su debida utilización en afinación con los principios procesales fundamentales. 

	En este contexto, se presenta la siguiente interrogante: ¿la falta de criterios normativos y jurisprudenciales en las normas contenidas en el COGEP (2015), en cuanto a la prueba de oficio incide negativamente en la garantía de seguridad jurídica, la imparcialidad judicial y el respeto al debido proceso en el sistema judicial ecuatoriano? Cuestión que será resuelta en este artículo. Para ello, se plantea como objetivo general, describir los desafíos que presenta el uso de la PO en el sistema judicial ecuatoriano, a la luz de lo dispuesto en el COGEP, en garantía de su uso adecuado y respetuoso de los principios procesales.  

	Se determinaron como objetivos específicos, examinar la normativa ecuatoriana relevante que aborde la potestad del juez para ordenar la práctica de pruebas de oficio, e identificar las principales problemáticas derivadas de la aplicación de la prueba de oficio por parte de los jueces en la práctica judicial ecuatoriana en materias no penales, desde su regulación normativa a su aplicación práctica. Por último, se contrasta el tratamiento normativo y jurisprudencial de la prueba de oficio en materias no penales de Ecuador, con otros ordenamientos jurídicos. 

	Materiales y métodos 

	La investigación se desarrolla con un enfoque cualitativo porque se centra en el análisis interpretativo y crítico de una realidad jurídica específica: la PO en el COGEP (2015) y los desafíos que enfrenta su aplicación dentro del sistema judicial ecuatoriano. Esto quiere decir que este enfoque permite entender el problema más allá de lo numérico o estadístico, preponderando la comprensión profunda de los significados, principios, tensiones normativas y prácticas judiciales involucradas. Se procura interpretar cómo el ordenamiento jurídico concibe la PO, cómo se aplica en la práctica judicial y qué implicaciones tiene esto para principios fundamentales como la imparcialidad, el principio dispositivo y debido proceso.

	El enfoque cualitativo es pertinente porque consiente explorar con mayor profundidad las ambigüedades normativas, los vacíos interpretativos y la diversidad de criterios jurisprudenciales que rodea esta figura procesal. Para conseguir los objetivos propuestos, se emplean los métodos propios de la investigación jurídica. Primero, se utiliza el método de revisión bibliográfica, que se basa en el estudio sistemático de las normas jurídicas, doctrina y principios aplicables. Este método es relevante para considerar el contenido y los alcances de la investigación, así como para identificar su coherencia con los principios procesales del ordenamiento jurídico ecuatoriano. Segundo, se emplea el método exegético, ineludible en el ámbito jurídico para interpretar textos legales y sentencias judiciales que se relacionan con la prueba de oficio, permitiendo evaluar cómo los jueces comprenden y aplican esta facultad. 

	Siguiendo esta línea, el método analítico-sintético permite hacer una observación en relación con la prueba de oficio e integrar los resultados del análisis en propuestas que facilitan la unión de criterios interpretativos. Cuarto, se recurre al método inductivo con el propósito de analizar casos específicos de aplicación de la PO en el sistema judicial ecuatoriano para llegar a conclusiones generales sobre el tratamiento normativo y práctico. Por último, el método comparativo para contrastar la regulación ecuatoriana con la normativa y práctica de otros sistemas jurídicos, esto posibilita formular criterios que contribuyan a la mejora del proceso desde una perspectiva regional. Todos estos métodos descritos y explicados darán paso a analizar de forma conjunta tanto aspectos normativos como casos prácticos que surgen en la aplicación de la prueba de oficio.

	Análisis y discusión de los resultados 

	La prueba de oficio y la facultad de ordenar su práctica por el juzgador en el ordenamiento jurídico no penal ecuatoriano

	En el ámbito no penal, el juez es el encargado de resolver los conflictos jurídicos, escucha las partes y hace la valoración de la prueba aplicando el principio de imparcialidad y la sana crítica; de esa manera, garantiza la seguridad jurídica y convivencia pacífica. Aunque el juzgador mantiene una postura pasiva frente al principio dispositivo, lo que significa que las partes controlan el proceso, su oficio interno involucra vigilancia, análisis profundo y equidad. El juez puede convalidar de oficio actos procesales con errores formales no esenciales si no afectaron el derecho a la defensa, esto refuerza un enfoque pragmático basado en los principios de trascendencia y finalidad del acto procesal (Romero & Pangol, 2022).

	Es trascendental para el proceso el impulso de las partes para la ejecución de la finalidad del proceso. Es por ello que, su fin no es disipar el o los inconvenientes de uno de los actores del proceso o, mucho menos, conceder de forma propicia su reclamación sino, por el contrario, hacer que el orden jurídico se efectúe en su totalidad en los casos precisos, de acuerdo con la ley, la moral, los principios generales del derecho, la equidad y la veracidad de los hechos. 

	La PO en el ordenamiento jurídico no penal le da al juez la potestad de ordenar la práctica de pruebas que no hayan sido anunciadas por las partes, siempre y cuando se consideren necesarias para esclarecer los hechos. Esto se encuentra regulado en el COGEP (2015), en el artículo 168, el cual señala que el juez puede disponer PO cuando lo valore pertinente para garantizar el descubrimiento de la verdad.

	Desde una perspectiva histórica, el principio dispositivo ha dominado los sistemas procesales, otorgando a las partes el encargo de colaborar con las pruebas necesarias. Sin embargo, con la evolución del derecho procesal moderno, ha surgido la figura del juez activo, especialmente en los sistemas de derecho continental. Montesquieu (1748, como se citó en López Viera, 2021) en su obra El espíritu de las leyes, donde hace referencia al equilibrio que debe existir entre el poder judicial y la búsqueda de justicia y la pertinencia de la actuación del juez para evitar decisiones injustas. La doctrina jurídica contemporánea sostiene que la PO cumple con el designio de equilibrar los derechos procesales de las partes cuando existe insuficiencia probatoria o cuando el interés público lo amerita. 

	Desde el punto de vista doctrinario, la PO cumple con la finalidad de equilibrar los derechos procesales de las partes cuando existe insuficiencia probatoria o cuando el interés público lo amerita y la racionalidad probatoria exige una motivación reforzada para toda actuación judicial de oficio, de modo que quede claro que la intervención busca la verdad procesal sin afectar el derecho de defensa (Lopez, 2024).

	Por ende, la doctrina reciente como la clásica se asemejan en que la prueba de oficio es un instrumento fidedigno, siempre y cuando se aplique con precaución, prudencia, proporcionalidad y que esté debidamente motivada, con el fin de que no se afecte el principio dispositivo ni la igualdad procesal. El desafío actual consiste en establecer criterios uniformes que delimiten con claridad cuándo es procedente su aplicación, garantizando un equilibrio entre la verdad procesal y la imparcialidad judicial.

	Análisis de la problemática existente en la práctica judicial ecuatoriana, en cuanto a materias no penales, con respecto a la disposición y práctica de la prueba de oficio 

	El uso de la PO en materias no penales, en la práctica, exhibe muchas problemáticas, que afectan la coherencia en la administración de justicia. Una de estas problemáticas es la interpretación restringida que tiene el juzgador en base al artículo 168 del COGEP (2015), lo que hace que se limite a disponer pruebas, cuando el proceso carece de suficiencia probatoria y es esta postura la que puede ocasionar la omisión de actos procesales que proporcionen el esclarecimiento de los hechos. El papel que posee el juez en la PO, es de suma importancia, puesto que la normativa lo autoriza a solicitar pruebas de oficio; sin embargo, en la práctica no existe una jurisprudencia sólida y consolidada y, mucho menos, criterios firmes y claros que orienten a cuándo es admisible esta o qué límites aplicar, generando así inseguridad jurídica (Romero & Pangol, 2022).

	Además, para ordenar las PO, el administrador de justicia debe prever la respectiva motivación para solicitar una prueba de oficio sin afectar la igualdad procesal; por ello, en esta parte probatoria están implícitos el principio dispositivo y el principio de imparcialidad, puesto que una motivación vaga o insuficiente no justificaría la necesidad de solicitar la prueba, provocando una inseguridad jurídica para las partes procesales. Estos puntos explican por qué muchos autores y algunas resoluciones piden regulación interpretativa y criterios jurisprudenciales más concretos antes que una sola línea de más oficio igual a mejor justicia (Ibarra et al., 2025).

	En definitiva, la prueba para resolver mejor constituye aquella facultad excepcional motivada que en audiencia, el juez permite dictaminar de oficio la práctica de prueba para solventar solo de ser necesaria, con el propósito de esclarecer los hechos controvertidos, siendo su deber dejar expresa constancia de las razones de su providencia, es decir, la motivación, pudiendo suspender la audiencia hasta por quince días, como establece el artículo 168 del COGEP (2015). 

	La práctica de la PO en el sistema judicial ecuatoriano en materias no penales dentro del marco normativo contemporáneo reconoce y regula esta facultad judicial como un mecanismo excepcional para mejor resolver, y su aplicación efectiva enfrenta algunos obstáculos estructurales y culturales, contextos estos en los que prima la sana crítica, y así poder garantizar la tutela judicial efectiva. Las recientes reformas al COGEP (2015)  han clarificado requisitos formales, tales como la necesidad de motivación y su acotamiento a las audiencias; sin embargo, persisten interpretaciones restrictivas y una aplicación desigual entre juzgados, lo que genera incertidumbre y riesgo de vulneración del principio de imparcialidad (Suárez et al., 2025).

	En la práctica, la prueba de oficio se aplica con cautela por parte de juezas y jueces, pues predomina el temor a invadir la iniciativa probatoria de las partes o a ser cuestionados por parcialidad, y existe un déficit de criterios uniformes y de formación especializada en lo que a la técnica probatoria se refiere. Esta combinación produce que la prueba de oficio no cumpla siempre su finalidad de esclarecer la verdad material y corregir asimetrías probatorias, especialmente en litigios complejos donde una intervención proactiva del juzgador sería beneficiosa (Ibarra et al., 2025).

	Por lo tanto, se puede evidenciar que la prueba de oficio debe continuar siendo debidamente motivada y considerarse como un instrumento excepcional, siempre y cuando se tomen las medidas institucionales complementarias y se elaboren criterios jurisprudenciales para que surja su eficacia, ayudándose también de las guías técnicas que homogenicen su uso,  complementándolo con la capacitación de jueces y operadores en valoración y gestión probatoria así como mecanismos internos de control que eviten arbitrariedades sin desincentivar la iniciativa probatoria fundada, sin que bajo ningún concepto desnaturalice el principio de igualdad entre las partes, que aclaren plazos, formas de motivación y límites operativos; solo con esas garantías, la prueba de oficio podrá contribuir realmente a una justicia material, imparcial y eficiente.

	Contraste entre el ordenamiento jurídico no penal ecuatoriano y otros ordenamientos extranjeros en lo atinente a la disposición y práctica de la prueba de oficio en materias no penales

	Es importante realizar un acercamiento a otros sistemas jurídicos, a fin de determinar cuál es la posición del juez frente a la aplicación de la PO y respecto a las facultades otorgadas a sus administradores de justicia, en relación con el derecho fundamental de las partes a la defensa y la contradicción, en las diferentes legislaciones, con la perspectiva de que cada país tiene sus propias fuentes normativas; pero su objetivo es obtener la eficacia en la aplicación de la PO, con el propósito de que estos puedan llegar a la aclaración de la verdad mediante una perfecta dirección del proceso. La mayoría de las legislaciones acogen ese elemento característico de la PO; en cuanto a si el juez no lo ejercita, se podría calificar una violación del derecho a la tutela judicial efectiva y, particularmente, del derecho a la prueba.

	Ecuador

	El COGEP (2015) regula la prueba para mejor resolver, y en la que el juzgador tiene el deber de ordenar dichas pruebas, las cuales deben estar debidamente motivadas sobre la pertinencia y utilidad. La práctica jurisprudencial y artículos doctrinarios recientes (Canseco & Cárdenas, 2025; Herrera & Pérez, 2021; Montenegro & Molina, 2023; Romero & Pangol, 2022) insisten en que la actuación oficiosa debe ser excepcional y proporcional para no sustituir la carga probatoria de las partes.

	En concreto, regula la prueba de oficio, pero de manera muy general, lo que representa una excepción al principio dispositivo que rige en los procesos judiciales. El artículo 169 de la Constitución de la República del Ecuador (2008), establece que “El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia” (p. 62). A través de este mandato constitucional no se establecen restricciones, por el contrario, existe flexibilidad para que el juez pueda decretar PO, en busca de la verdad procesal, siempre que se observe respetando los principios del debido proceso, de contradicción e igualdad procesal.

	En el COGEP (2015), el artículo 168 establece que la o el juzgador podrá disponer, de oficio, la práctica de prueba para mejor resolver, siempre que no cause indefensión a las partes y se respete el derecho al debido proceso. La facultad que le otorga al juez, a través de esta disposición, no reemplaza la carga probatoria, ni suplanta las deficiencias probatorias de las partes procesales.

	Colombia

	En el sistema procesal colombiano, la PO representa una excepción al principio dispositivo, el cual establece que son las partes quienes deben colaborar y solicitar las pruebas dentro del proceso. La posibilidad de que el juez decrete PO tiene implicaciones significativas tanto en el proceso civil como en el penal, aunque con matices diferentes según el tipo de jurisdicción.

	En materia civil, en Colombia, el Código General de Procesos (2012) permite al juez proveer PO cuando lo estime necesario para esclarecer los hechos del proceso. Esto se encuentra consagrado en el artículo 167 de la ley 1564 del código mencionado : "El juez podrá decretar pruebas de oficio cuando lo considere necesario para esclarecer los hechos controvertidos" (p. 59), esta facultad busca garantizar el principio de verdad material, sin desdibujar la imparcialidad del juez.

	Por otro lado, en el proceso penal, la facultad de decretar PO se encuentra limitada por el principio de imparcialidad del juez y el carácter acusatorio del sistema. El artículo 361 de la Ley 906 Código de Procedimiento Penal (2004), refiere con respecto a las pruebas de oficios y el rol del juez que "en ningún caso, el juez podrá decretar pruebas de oficio cuando resulten indispensables para esclarecer los hechos” (p. 71). Así, el contraste principal entre las jurisdicciones civil y penal en relación con la PO, radican en el grado de intervención judicial permitido. Mientras que en el proceso civil, el juez tiene mayor discrecionalidad para decretar pruebas, en el penal dicha facultad está restringida y sujeta a un estricto control para preservar la imparcialidad y el debido proceso. Al respecto, López Soria (2015) y López Viera (2021) advierten que el uso excesivo de la prueba de oficio podría quebrantar el principio de igualdad procesal y generar suspicacias sobre la neutralidad del juez.

	Perú 

	El juez es quien puede ordenar la prueba de oficio en ciertos casos peruanos, como cuando las partes han presentado sus pruebas y estas son insuficientes para obtener una resolución justa y llegar a la verdad procesal. No obstante, esta facultad del ejecutivo se debe usar con prudencia cuidando el principio de adversarialidad, previsto así en el artículo 194 de la PO del Código de Proceso Civil, la Ley N° 30293 (Congreso de la República del Perú, 2014).

	Destacándose que la PO contiene tres elementos como la excepcionalidad, la insuficiencia de la prueba aportada por las partes, la prohibición de que el juez supla la carga probatoria, la necesidad de contradicción y la impugnabilidad de la decisión que decreta la PO en concordancia con lo que se manifiesta el artículo 385.2 del Código Procesal Penal Peruano que prescribe la facultad excepcional del juez para admitir prueba al cumplimiento de los requisitos legales es un medio, y que existe confusión sobre cuándo se cumplen las condiciones de utilidad o necesidad (Presidencia de la República del Perú, 2004).

	La prueba de oficio está reconocida en el cuerpo normativo denominado Ley N° 30293 de Código Procesal Civil (2014) donde se ha prescrito en el artículo 194 que la PO es de carácter excepcional sujeta a condiciones como que los medios ofrecidos sean insuficientes, que la prueba sea útil o necesaria, que no viole el principio de contradicción, ni el derecho de defensa o la imparcialidad del juez.

	 

	 

	Estados Unidos

	En el sistema judicial estadounidense, no existe una figura análoga a la prueba de oficio en el sentido latinoamericano; sin embargo, la Regla Federal de Evidencia 201 (1975, como se citó en Cuadrado, 2021), permite al juez tomar conocimiento judicial de hechos adjudicativos incluso sin solicitud de las partes, siempre que se trate de hechos indiscutibles o verificables mediante fuentes confiables; esta facultad, conocida como judicial notice, cumple una función similar al permitir que el juez actúe sua sponte (por iniciativa propia) en casos en que la justicia material lo exige, la jurisprudencia del Segundo Circuito de Apelaciones, en el caso Stone v. Powell (1976, como se citó en Cuadrado, 2021), estableció que, aun cuando los tribunales actúen de oficio, deben garantizar el derecho de las partes a ser escuchadas antes de resolver, a fin de no vulnerar el debido proceso. Así, la actuación oficiosa del juez en Estados Unidos se encuentra estrictamente delimitada a supuestos de protección de derechos fundamentales y revisión de defectos procesales manifiestos.

	A partir de este análisis comparado, se observa que, aunque los cuatro ordenamientos reconocen de alguna forma la intervención oficiosa del juez, su alcance y límites varían conforme al sistema procesal y al valor otorgado a la imparcialidad judicial. La siguiente tabla sintetiza las principales semejanzas identificadas.

	Tabla 1. Semejanzas de la prueba de oficio según derecho comparado  

	
		
				Aspecto

				Ecuador

				Colombia

				Perú

				EE.UU.

		

		
				Naturaleza Excepcional

				Sí, facultad excepcional del juez.

				Sí, especialmente en materia penal.

				Sí, especialmente en materia penal.

				Sí, solo en casos de hechos indiscutibles

		

		
				Finalidad

				Buscar la verdad procesal y material

				Esclarecer hechos controvertidos, proteger derechos fundamentales.

				Formar convicción del juez ante prueba insuficiente.

				Formar convicción del juez ante prueba insuficiente.

		

		
				Principios que deben respetarse

				Debido proceso, contradicción, igualdad.

				Debido proceso, contradicción, igualdad.

				Contradicción, imparcialidad, legalidad.

				Derecho de 
audiencia y 
defensa.

		

		
				No reemplaza carga probatoria

				Correcto.

				Correcto.

				Correcto.

				Correcto.

		

		
				Debe ser motivada

				Exigida

				Exigida

				Exigida

				Limitada a supuestos específicos

		

	

	Fuente: elaboración propia. 

	Como se aprecia, en todos los sistemas jurídicos examinados, la PO es una potestad limitada de la juez, concebida como mecanismo excepcional para garantizar justicia material, pero siempre subordinada a la imparcialidad y al respeto del derecho de defensa. A continuación, se presentan las diferencias más relevantes entre los ordenamientos analizados.

	Tabla No. 2. Diferencias de la prueba de oficio según derecho comparado

	
		
				Elemento

				Ecuador

				Colombia

				Perú

				EE.UU.

		

		
				Sistema Procesal Predominante

				Mixto (influencia inquisitiva y dispositivo).

				Mixto, con énfasis en lo acusatorio en lo penal.

				Mixto con orientación adversarial.

				Fuertemente adversarial.

		

		
				Normativa Principal

				COGEP artículo 168.

				
		
				Código General
de Procesos, 
artículo 167; 
Ley 906 Código de Procedimiento Penal 
(2004), artículo 361.

		

	
 

		
				 

				 

		

	
 

				Código de Proceso Civil, la Ley N° 30293, artículo 194°; Código Procesal Penal, artículo 385.2

				Federal Rules of Evidence (Rule 201) 

		

		
				Obligación o facultad

				Facultad con tendencia a ser deber excepcional.

				Facultad condicionada por un equilibrio procesal.

				Facultad restringida y motivada.

				Potestad de reconocimiento judicial (judicial notice).

		

		
				Mayor flexibilidad del juez

				Moderada.

				Alta en lo civil, limitada en lo penal.

				Restringida; hay incertidumbre en su aplicación.

				Muy restringida.

		

		
				Control doctrinal/
jurisprudencial

				En desarrollo, con base constitucional amplia.

				Avanza en definir límites y condiciones.

				En evolución.

				Muy restringida.

		

	

	Fuente: elaboración propia.                                                      

	De la revisión efectuada se concluye que, aunque cada país diseña su propio modelo de intervención judicial, la tendencia general apunta a limitar la actuación oficiosa del juez para proteger la imparcialidad, garantizar la igualdad procesal y reforzar la confianza pública en la administración de justicia. Estas observaciones son esenciales para vislumbrar los desafíos que resiste el sistema ecuatoriano en la aplicación de la PO y fundamentan las reflexiones que se desarrollan en este estudio. 

	En algunos países latinoamericanos, no existe una obligación general del juez de declarar pruebas nuevas de oficio para aclarar hechos controversiales si las partes no las aportan, salvo que la ley específica lo disponga o que haya doctrina jurisdiccional que lo exija en ciertas circunstancias muy concretas; la prueba de oficio es aceptada en casi todos los sistemas como una herramienta excepcional del juez para garantizar justicia material, aunque se la regula con diferente intensidad y alcance.

	Determinados países como Ecuador, Colombia y Perú reconocen expresamente la figura en sus códigos procesales, aunque su aplicación varía en el caso de Ecuador tiende a un uso más flexible, con amparo constitucional; en Colombia distingue con claridad entre civil (es más permisivo) y penal (más restrictivo). En cuanto a Perú, muestra tensiones doctrinales y prácticas, con riesgos de arbitrariedad por falta de criterios claros. Estados Unidos no contempla la prueba de oficio en sentido latinoamericano, pero su sistema permite actuaciones judiciales en casos de derechos constitucionales o defectos evidentes, más limitado y garantista.

	A nivel comparado, el debido proceso, la imparcialidad y el principio de contradicción son límites universales para el uso de la prueba de oficio y las diferencias principales están en los estándares de cuándo un tribunal puede o debe actuar de oficio: evidencia clara, protección de derechos constitucionales, falta de due process (debido proceso) si no se da la oportunidad de defensa o notificación. 

	Discusión 

	Aciertos y desaciertos de la disposición y práctica de la prueba de oficio en materias no penales en Ecuador acorde con su tratamiento actual

	Históricamente y en la actualidad, la prueba de oficio cumple una función medular que radica en el esclarecimiento de los hechos debatidos y la verdad, pero hay diferencias; primero, se hace referencia al artículo 168 de la ley procesal vigente que dispone la prueba para mejor resolver, por lo que: “La o el juzgador podrá, excepcionalmente, ordenar de oficio y dejando expresa constancia de las razones de su decisión, la práctica de la prueba que juzgue necesaria para el esclarecimiento de los hechos controvertidos” (COGEP, 2015, p.73).

	En relación con la denominada prueba para el mejor resolver, el juez puede de forma excepcional, decretar de oficio y dejando constancia de los fundamentos jurídicos para tal decisión, la aplicación de la prueba que juzgue necesaria para el esclarecimiento de los hechos ventilados. Es por ello que la audiencia se podrá suspender hasta por el término de 15 días; ante ello existen ciertas incoherencias que merecen ser analizadas. En este punto, un acierto es la exigencia de motivación expresa, que fortalece la transparencia y el derecho de defensa, siendo que, la PO se encuentra regulada en el COGEP, con mención excepcional; sin embargo, un desacierto es que, no existen criterios para determinar cuándo es el momento procesal oportuno para hacer uso de esta prueba. 

	Si bien en el artículo 168 del COGEP (2015) se observa la exigencia de que sea debidamente motivada en derecho sobre la procedencia de las pruebas de oficio, no existe una determinación normativa o legal que requiera motivar para justificar dicha excepcionalidad atentando lo que es la seguridad jurídica establecida en el artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador (2008), entendida como la preexistencia de normas jurídicas antepuestas, despejadas, públicas y aplicadas por las autoridades competentes de oficio, es decir, no existe o no está debidamente regulada y dejan dudas.

	No se puede aplicar la sana crítica en base al artículo 168 del COGEP (2015), pues exige que este debe ser motivado jurídicamente sobre la procedencia de las pruebas de oficio. Ante ello, no tendría sentido jurídico que el juez disponga una PO, antes de que decida qué prueba es admisible o no, en consideración a los aportes probatorios de las partes procesales; de igual manera no tendría sentido una prueba de oficio si es que las partes han llegado a conciliar sobre el hecho materia de la litis. 

	El artículo 3 del COGEP (2015) reconoce el principio de dirección del proceso en donde otorga la facultad al juez para evitar dilaciones innecesarias, controlar la actividad de las partes procesales y encausarlo, es decir, que el juez es quien puede y debe dejar o tomar decisiones sobre las pruebas de oficio como último punto de etapa probatoria de la audiencia preliminar dentro de un juicio ordinario no vulnerando así el artículo 294 numeral 7 del mismo documento legislativo. 

	Dicho en otras palabras, la dirección por parte del juez en los límites sustantivos al ordenar una PO se entiende como un cargo de constitucionalidad, pues no existe al momento una figura jurídica dentro del COGEP (2015), que prohíba al juez ordenar una prueba como declaración de parte, un juramento diferido o un juramento decisorio. Cabe indicar que la Constitución de la República del Ecuador (2008) es una norma jurídica que aplica directamente a los jueces y árbitros, además de ser una norma suprema dentro del ordenamiento jurídico ecuatoriano. Lo manifestado es concordante con los artículos 88, 250 y 254 del COGEP (2015), aunque, desde una visión latinoamericana Oteiza (2021) advierte que:

	La figura del juez director del proceso solo es legítima si está acompañada de mecanismos normativos claros que eviten la discrecionalidad. La ausencia de estos límites en el COGEP puede llevar a que el recurso a la prueba de oficio sea percibido como arbitrario, aun cuando el juez lo utilice con la intención de garantizar justicia material. (p. 12)

	En conjunto, estos análisis evidencian que los aciertos del COGEP radican en reconocer la excepcionalidad de la prueba de oficio y en exigir motivación judicial. No obstante, sus principales debilidades están en la falta de definición normativa clara y en los riesgos que la discrecionalidad judicial puede representar para la imparcialidad y la confianza pública en la justicia (Canseco & Cárdenas, 2025). En consecuencia, se hace urgente articular criterios precisos que orienten su aplicación, asegurando equidad procesal y transparencia judicial.

	Desafíos por acometer para garantizar una correcta disposición y práctica de la prueba de oficio en la práctica judicial en materias no penales, en Ecuador

	Como resultado de esta investigación, se evidencia que el principal desafío del sistema judicial en relación con la PO recae en la falta de uniformidad en su aplicación y en la ausencia de criterios técnicos y normativos precisos que guíen al juez sobre su uso. Esta carencia se convierte en interpretaciones dispares, lo que crea una inseguridad jurídica para las partes. Pero, este no es el único desafío, la práctica judicial revela la existencia de al menos cinco desafíos estructurales que deben ser afrontados de manera prioritaria.

	La falta de lineamientos normativos y jurisprudenciales claros constituye el primer desafío a que se enfrenta, aunque el artículo 168 del COGEP (2015), faculta al juez para ordenar PO, no señala con exactitud en qué casos, así como tampoco especifica límites ni condiciones de esta facultad; esto da paso a que el juez interprete a su criterio cuándo corresponde ordenar prueba de oficio. Por tanto, es necesario que la Corte Nacional de Justicia o el Consejo de la Judicatura definan estándares mínimos sobre la prueba de oficio en el sentido de pertinencia, oportunidad y motivación reforzada de ella.

	El segundo desafío radica en la debilidad de la motivación judicial al momento de ordenar la PO, muchos fallos carecen de justificación suficiente sobre la necesidad y proporcionalidad de la intervención del juez, lo que puede interpretarse como parcialidad o arbitrariedad. Desde esta perspectiva, se considera promover capacitaciones continuas dirigidas a los jueces sobre la redacción motivacional, técnicas de valoración de la prueba y estándares de debido proceso (Montenegro & Molina, 2023).

	La tensión entre el principio dispositivo y la búsqueda de la verdad material es el tercer desafío, ya que, si bien es cierto, el juez tiene la obligación de procurar justicia material y debe hacerlo sin sustituir la carga probatoria de las partes. Los límites entre ambas funciones no siempre están claros, especialmente en materia civil o laboral. Por ende, es importante fortalecer el enfoque de la intervención judicial equilibrada, mediante el cual el juez puede actuar de oficio cuando la prueba sea totalmente indispensable para resolver la controversia y, en caso de no hacerlo, pueda afectar derechos fundamentales (Canseco & Cárdenas, 2025; Montenegro & Molina, 2023).

	Ahora bien, en la práctica, algunos jueces evitan aplicar prueba de oficio por temor a vulnerar su imparcialidad, mientras que otros la utilizan de forma excesiva, lo que se considera como el cuarto desafío que responde a la falta de cultura judicial uniforme y formación especializada. Es por ello que se juzga incorporar módulos de formación procesal y probatoria en los programas de capacitación en la Escuela de la Función Judicial, en donde se enfaticen criterios de proporcionalidad, contradicción y transparencia. 

	Por último, el quinto desafío es la escasa articulación institucional entre órganos judiciales que se encargan de generar doctrina y control disciplinario. La Corte Nacional impide consolidar un criterio vinculante que guíe a los tribunales inferiores porque no existe un pronunciamiento uniforme. Se estima urgente y necesaria la creación de un precedente jurisprudencial obligatorio que regule los parámetros de motivación y límites de la PO.  

	Conclusiones

	El COGEP reconoce que el juez tiene la facultad de ordenar PO como herramienta notable, que se destina principalmente al esclarecimiento de los hechos en controversia. Sin embargo, esta regulación da un resultado insuficiente y ambiguo, que se justifica porque no se establecen parámetros normativos claros que precisen su uso. Su artículo 168 establece que requiere una normativa expresa; sin embargo, no determina en qué casos y bajo qué condiciones específicas procede esta medida. La falta de minuciosidad en la normativa produce espacios de discrecionalidad judicial y genera el riesgo de interpretaciones contradictorias, lo que afecta directamente a la igualdad y seguridad jurídica en la administración de justicia.

	En la práctica se puede constatar que existen criterios discordantes entre jueces y tribunales sobre la aplicación de la prueba de oficio, por ejemplo, algunos magistrados adoptan una postura restrictiva con la finalidad de que no se vea comprometida su imparcialidad, pero, otros la utilizan de una manera amplia, haciendo uso de esta, incluso en etapas procesales que no son oportunas. Estas posiciones solo demuestran la falta de lineamientos interpretativos y ausencia de capacitación especializada en base a la aplicación de la prueba de oficio. Así mismo, la debilidad en la motivación judicial al disponer pruebas de oficio puede originar percepciones de arbitrariedad y afectar la credibilidad ciudadana en el sistema judicial; es por esto que se refuerza la necesidad de fortalecer la motivación de las decisiones que involucran la actuación oficiosa del juez, garantizando que su intervención se oriente a la búsqueda de la verdad material, sin vulnerar el principio dispositivo ni la igualdad procesal.

	Del estudio comparado de países como Colombia, Perú y Estados Unidos se colige que, aunque la PO es reconocida en la mayoría de sistemas procesales, su uso está claramente definido por la ley o la jurisprudencia, las cuales disponen parámetros que garantizan la excepcionalidad y la proporcionalidad. En Ecuador, por otro lado, su regulación es flexible, lo que ha favorecido decisiones dispares y falta de homogeneidad en su aplicación. En los países analizados, la figura de la PO, se utiliza para evitar decisiones injustas o cuando las pruebas aportadas por las partes son deficientes y son empleadas siempre bajo estrictos criterios de motivación judicial y control de imparcialidad; este contraste evidencia la necesidad de fortalecer el marco normativo ecuatoriano y adoptar buenas prácticas regionales que sirvan de guía a los jueces nacionales.

	En definitiva, la aplicación de la PO en el sistema judicial afronta el desafío estructural de armonizar la búsqueda de la verdad material con el respeto a los principios de imparcialidad y debido proceso. Si bien, el Código Orgánico General de Procesos incluye esta facultad como mecanismo de justicia material, la falta de regulación detallada y de criterios jurisprudenciales uniformes limita su eficacia práctica y genera riesgos de discrecionalidad judicial. Para superar estos desafíos, resulta indispensable que la Corte Nacional de Justicia y el Consejo de la Judicatura emitan directrices interpretativas vinculantes, promuevan la capacitación continua de jueces y operadores jurídicos, y consoliden una doctrina jurisprudencial coherente. Solo así se garantizará que la prueba de oficio se aplique de manera excepcional, motivada y transparente, y de conformidad con los valores constitucionales de seguridad jurídica, igualdad procesal y tutela efectiva.   
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